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Reunión preparatoria de América Latina y el Caribe para el III Congreso Mundial contra la        Explotación Sexual de Niños, Niñas y Adolescentes”

Buenos Aires, Argentina, 20 de agosto de 2008

Excelentísimas autoridades del Gobierno de la República Argentina, distinguidas autoridades del sistema de las Naciones Unidas, distinguidos representantes de  los gobiernos de los Estados miembros de la Organización de los Estados Americanos, representantes de ECPAT International y Save the Children, representantes de la sociedad civil,  apreciadas Rosa María Ortiz y María Dolores Aguilar quienes me acompañan en este panel, estimados amigos y amigas,

Es un honor para mi participar en esta “Reunión preparatoria de América Latina y el Caribe para el III Congreso Mundial contra la Explotación Sexual de Niños, Niñas y Adolescentes” a fin de compartir con Ustedes algunas consideraciones relacionadas con los desafíos que plantea el cumplimiento pleno y efectivo del “Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de los niños en la pornografía” en el hemisferio. Por ello, quisiera invitarlos a que reflexionemos juntos sobre la pregunta que planteo como eje de mi intervención en este panel: ¿Cómo debería concretarse el compromiso de la región americana para luchar contra el flagelo de la explotación sexual de niños, niñas y adolescentes?

Una respuesta simple no es posible debido a que el tratamiento del fenómeno de la explotación sexual de niños, niñas y adolescentes exige la sincronía de conocimientos, voluntades y acciones. Es así, que un compromiso claro exige conocer cabalmente cuál es el alcance e impacto del fenómeno que se busca enfrentar y cuáles son las herramientas para la acción. Además, conocer y determinar el alcance y el impacto de este fenómeno exige un enfoque multidisciplinario dado que tal como lo afirmó mi colega y amigo, el profesor Juan Petit, ex Representante Especial del Secretario General de la ONU sobre venta de niños, prostitución infantil y pornografía infantil
 los factores que causan y contribuyen a intensificar el flagelo de la explotación sexual son múltiples van desde aptitudes discriminatorias, situaciones de conflicto armado, migración, inestabilidad política, económica y social, pero sobretodo la explotación sexual de niños subsiste y corroe a las sociedades cuando prevalece una cultura de la impunidad la cual a su vez, se refleja en la falta de cumplimiento de las medidas que auspiciosamente adoptan los Estados para combatir este flagelo, en las dificultades para responder a este tipo de ilícitos penales y de asegurar una investigación y sanción de los responsables. 

Un escenario como el descrito, requiere además, tener un marco conceptual claro. Por ello, estimo importante recordar en este foro la definición de explotación sexual adoptada por la Declaración del Congreso Mundial contra la Explotación Sexual Comercial de los Niños, realizado en Estocolmo en junio de 1996 que concibe a la explotación sexual como una forma de violencia sexual que “supone la utilización de las personas menores de 18 años de edad para relaciones sexuales remuneradas, pornografía infantil y adolescente, utilización de niñas, niños y adolescentes en espectáculos sexuales, donde exista además el intercambio económico o pago de otra índole para la persona menor de edad o para un tercero intermediario”.  Esta definición fue el referente para el tratamiento del fenómeno de la explotación sexual catalogada como una forma de violencia contra los niños, niñas y adolescentes en la formulación de recomendaciones que contienen los Informes regionales para América Latina y El Caribe elaborados en el marco del Estudio Mundial y del propio Estudio Mundial sobre Violencia contra los Niños, que tuve el honor de dirigir y presentar ante la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas en octubre de 2006.
Teniendo en consideración este marco conceptual, el Estudio Mundial sobre Violencia contra los Niños, distingue y afirma en forma contundente que la explotación sexual es una forma de violencia contra los niños de alcance global y que además, constituye una violación grave de derechos humanos de los niños, niñas y adolescentes. Bajo esta premisa, es  evidente que en estas circunstancias se violan una multiplicidad de derechos humanos de los niños, niñas y adolescentes, como son por ejemplo, el derecho a una vida digna y a una vida libre de violencia, el derecho a la integridad personal y a no ser sometido a tratos crueles o degradantes; el derecho a preservar la identidad; el derecho a la educación; a la salud y a la recreación, entre otros. 
En esta línea de pensamiento, la calificación de la explotación sexual de niños, niñas y adolescentes y la gravedad que ella reviste pueden incluso llegar a configurar, además de una violación de derechos humanos, un crimen internacional tal como lo tipifica el artículo 7.1 literal g del Estatuto de Roma que crea la Corte Penal Internacional, el cual define como crimen de lesa humanidad la “g) Violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo forzado, esterilización forzada o cualquier otra forma de violencia sexual de gravedad comparable“.
Sin duda la conceptualización teórica de este fenómeno tiene un sustento normativo vasto que ha sido desarrollado en el ámbito del Derecho Internacional de los Derechos Humanos. Así, existen instrumentos declarativos adoptados sobre esta materia como son: la Declaración y Programa de Acción adoptado en el Primer Congreso Mundial sobre Explotación Sexual contra Niños realizado en Estocolmo en 1996; el Compromiso Global de Yokohama de 2001; así como, los instrumentos internacionales de carácter vinculante como son el artículo 34 de la Convención sobre los Derechos del Niño que establece 
“Los Estados Partes se comprometen a proteger al niño contra todas las formas de explotación y abuso sexuales. Con este fin, los Estados Partes tomarán, en particular, todas las medidas de carácter nacional, bilateral y multilateral que sean necesarias para impedir: a) La incitación o la coacción para que un niño se dedique a cualquier actividad sexual ilegal; b) La explotación del niño en la prostitución u otras prácticas sexuales ilegales; c) La explotación del niño en espectáculos o materiales pornográficos”.
Además, de otros instrumentos como el Convenio 182 de la OIT sobre las Peores Formas de Trabajo Infantil, el Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente mujeres y niños, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y el Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de los niños en la pornografía, adoptados en el ámbito de la Organización de las Naciones Unidas y que a su vez sirven como una fuente de interpretación de derechos humanos en materia de niñez en el sistema interamericano de derechos humanos. 

 Específicamente en las Américas, los instrumentos de carácter vinculante que contienen disposiciones relevantes en materia de obligaciones internacionales de los Estados para enfrentar el fenómeno de la explotación sexual de niños, niñas y adolescentes, son el artículo 19 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, las provisiones de la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre, la Convención Interamericana sobre Tráfico Internacional de Menores y otros instrumentos regionales en materia de derechos humanos. Además, resulta pertinente mencionar que teniendo como referentes las normas citadas, la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos ha adoptado resoluciones que establecen lineamientos para la acción de los Estados miembros y de los órganos de la OEA
. Asimismo, en cumplimiento de sus respectivos mandatos, la Comisión y la Corte Interamericanas de Derechos Humanos realizan esfuerzos constantes para promover el respeto y la defensa de los derechos humanos de los niños, niñas y adolescentes y la erradicación de todas las formas de violencia contra la niñez. Por un lado, la Comisión Interamericana ha evaluado el fenómeno de la explotación sexual de niños a través de sus informes especiales sobre países
 y a través de los distintos mecanismos con los que cuenta como son el trámite de casos y peticiones individuales, las medidas cautelares, las actividades de promoción y la elaboración de estudios especializados. Por su parte, la Corte Interamericana a través de su jurisprudencia contenciosa y consultiva ha contribuido al desarrollo de consideraciones sustantivas concernientes al tema de violencia contra los niños, las niñas y los adolescentes, que tienen especial relevancia en la forma como muchos Estados deberían enfrentar el flagelo de la explotación sexual en la región.
Ciertamente, la ratificación de los tratados internacionales es un elemento importante para la protección de los derechos humanos porque ello exige a los Estados la adopción de medidas adecuadas y efectivas para  prevenir y proteger a los niños, niñas y adolescentes contra todas las formas de violencia. Por ello,  resulta alentador que de los 35 Estados miembros de la Organización de los Estados Americanos, 24
 son Estados Parte en el Protocolo Facultativo de de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de los niños en la pornografía. Asimismo, es auspicioso que el Comité de Derechos del Niño ya ha emitido sus Observaciones Finales relacionadas con los Informes Periódicos presentados por Costa Rica, Guatemala, Chile y Estados Unidos sobre el cumplimiento del Protocolo Facultativo. En la misma línea, es posible constatar que muchos Estados del hemisferio ya cuentan con notables progresos en el ámbito de la adecuación normativa para prevenir y erradicar la explotación sexual. A modo de ejemplo se tiene la Ley 8590. Fortalecimiento de la lucha contra la Explotación Sexual de las Personas Menores de edad, adoptada por la República de Costa Rica; el Decreto 234-2005. Reforma del Código Penal vigente sobre delitos contra la libertad e integridad física, psicológica y sexual de las personas y adición de un capítulo sobre la Explotación Sexual Comercial, adoptado por la República de Honduras. 
Sin embargo, aún subsiste en las Américas una dicotomía entre el compromiso normativo y la realidad, lo cual condiciona perniciosamente la perpetuación del fenómeno de la explotación sexual contra niños, niñas y adolescentes. Ello, sin duda, hace evidente que uno de los mayores desafíos que plantea el cumplimiento de las obligaciones internacionales para prevenir y erradicar la explotación sexual contra niños, niñas y adolescentes consiste en la necesaria afirmación de la voluntad política de parte de los Estados la cual debe asegurar que las obligaciones asumidas se concreten en planes y programas de derechos humanos en materia de niñez, y en particular, en medidas que permitan la prevención y erradicación de la explotación sexual. La voluntad política de los Estados debe tener como elemento fundamental asegurar que tales medidas formen parte de la agenda del Estado en materia de niñez que trascienda a los gobiernos de turno. 
Asimismo, un compromiso serio con el tema, exige reconocer y tener la convicción en que la mejor manera de abordar esta forma de violencia contra la infancia es  impedirla  antes  de  que  ocurra  mediante  la  inversión en políticas y programas  de  prevención.  En este sentido, quisiera ser enfático en citar el Estudio Mundial sobre Violencia contra los Niños y reafirmar que “ningún tipo de violencia es justificable y todo tipo de violencia es prevenible”. 
Teniendo en cuenta estas consideraciones previas, me gustaría proponer algunas medidas que podrían servir de orientación para que en el hemisferio sea posible un compromiso concreto para luchar contra el fenómeno de la explotación sexual de niños, niñas y adolescentes.

En primer lugar, en el ámbito de las políticas públicas corresponde a los Estados invertir  en  políticas  públicas y programas de carácter comprensivo basados  en  un enfoque de derechos humanos y en pruebas empíricas  para  analizar los factores que perpetúan la explotación sexual como una forma de  violencia  y de violación de los derechos humanos contra  la  niñez,  y asegurar la asignación de recursos para abordar sus causas subyacentes. Asimismo, las políticas deben tener metas claramente definidas y deben estar basadas en información detallada sobre el problema de  la explotación sexual, que a su vez, deben ser sistemáticamente evaluadas, asegurando la participación de todos los actores relevantes, incluyendo los medios de comunicación, las corporaciones y demás actores de la sociedad civil y principalmente a los niños, niñas y adolescentes afectados.

Tales políticas y programas deben sustentarse en información precisa. Es evidente que la total carencia de información sobre este flagelo continúa siendo un obstáculo para su erradicación. Dicha información debería estar disponible en forma desagregada conforme a criterios tales como la naturaleza del ilícito, la edad, el sexo, el origen étnico, la condición socioeconómica, la localización geográfica.

En el ámbito de gestión institucional para la implementación de las normas internas y de las políticas públicas, resulta necesario asegurar una efectiva coordinación y cooperación entre las diferentes instituciones y órganos que intervienen a nivel local, nacional, regional, federal en materia de lucha contra la explotación sexual de niños. Ello tiene como elemento fundamental la necesidad de facilitar educación y formación adecuada a todos los grupos de profesionales que intervienen en este ámbito. 

En el ámbito normativo y jurisdiccional resulta fundamental la tipificación penal de todas las formas de explotación sexual así como el fortalecimiento de los sistemas de justicia para asegurar la investigación y sanción de los responsables. En este ámbito, también es importante que los Estados evalúen la adopción de medidas que permitan establecer su jurisdicción penal de carácter extraterritorial respecto de todos los ilícitos penales relacionados con la explotación sexual de niños a fin de procesar a todos aquellos acusados como presuntos responsables por la comisión de crímenes vinculados a la explotación sexual, de forma tal, que sea posible procesar a un presunto responsable que se encuentra en el territorio de un Estado parte, a pesar de que el ilícito haya sido cometido en el exterior. Una medida de este tipo ya se encuentra prevista en el artículo 9 de la Convención Interamericana sobre Tráfico de Menores adoptada el 18 de marzo de 1994 y  en vigor desde  Cabe destacar que dicho tratado establece la necesidad de que los Estados establezcan la gratuidad de los procedimientos de restitución de niños víctimas de explotación sexual (art. 22).
En el ámbito de la protección y asistencia a los niños, niñas y adolescentes víctimas explotación sexual, es fundamental asegurarles asistencia y protección adecuada que tengan como elementos sustanciales el respeto al interés superior del niño y los derechos a la participación y respeto a su dignidad. Así, medidas tales como la implementación de circuitos cerrados de televisión para que los niños, niñas y adolescentes víctimas de explotación sexual emitan sus testimonios; la intervención de especialistas y el desarrollo de interrogatorios con cuestiones apropiadas, que según datos del Comité de Derechos del Niño ya vienen siendo implementadas en algunos Estados de la región, responden a la obligación de hacer prevalecer los derechos humanos del niño, niña y adolescente. 
En el ámbito de la educación y empoderamiento de derechos, urge que las medidas propuestas anteriormente sean complementadas y fortalecidas a través de campañas de sensibilización y concientización de la sociedad respecto a la erradicación de este flagelo.

En el ámbito de la cooperación internacional, quisiera subrayar la importancia de esta reunión preparatoria porque crea el espacio idóneo para que distintos actores actuemos de manera coordinada en la prevención y erradicación de este fenómeno. Ello expresa un reconocimiento al alcance y contenido del artículo 34 de la Convención sobre Derechos del Niño, citada anteriormente y desarrollado por el Comité de los Derechos del Niño en su Observación General 5 (2003) sobre “Medidas generales de aplicación de la Convención sobre los Derechos del Niño (artículos 4 y 42 y párrafo 6 del artículo 44)”
, el cual determina que la protección de los niños, niñas y adolescentes contra la explotación sexual debe sustentarse en la necesidad imperativa de la cooperación internacional. 
Por tanto, como Relator sobre los Derechos de la Niñez de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos reafirmo nuestro compromiso para continuar con el seguimiento de las recomendaciones formuladas en el Estudio Mundial sobre Violencia contra los Niños; así como, para promover el desarrollo de estándares de derechos humanos, a través de los mecanismos con los que cuenta la CIDH y los mecanismos que le permiten a la CIDH actuar ante la Corte Interamericana. Quisiera llamar la atención sobre el posicionamiento estratégico que tiene la Comisión para asumir el liderazgo de la lucha contra el fenómeno de la explotación sexual de niños, niñas y adolescentes en el hemisferio sobre la base  de una acción conjunta con los Estados, las agencias de cooperación internacional, la sociedad civil y los niños, niñas y adolescentes.
Concluyo deseándoles éxito durante los dos días de trabajo en Buenos Aires y afirmando mi convicción en que los resultados de esta reunión serán fundamentales para asegurar la continuidad de estas iniciativas y esfuerzos.

Muchas gracias.
� A/HRC/4/31, Informe del Relator Especial sobre la Venta de Niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía, Juan Petit 26 de diciembre de 2006.


� AG/RES. 1667 (XXIX-O/99) de 7 de junio de 1999.


� CIDH, Justicia e Inclusión Social: Los desafíos de la Democracia en Guatemala, 2003, capítulo VI. Tercer Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Paraguay, 2001, capítulo VII. Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en República Dominicana, 1999, capítulo IX. Tercer Informe sobre la Situación de Derechos Humanos en Colombia, 1999,capítulo XIII. Informe sobre Acceso a la Justicia e Inclusión Social: el camino hacia el fortalecimiento de la democracia en Bolivia, 2007, capítulo VI


� No son Estados Parte en el Protocolo Facultativo a la Convención sobre los Derechos del Niños los siguientes Estados miembros de la OEA: Bahamas, Barbados, Grenada, Guyana, Haití, Jamaica, San Kitts y San Nevis, Santa Lucia, Suriname. 


� COMITÉ DE LOS DERECHOS DEL NIÑO Observación general 5 (2003) CRC/GC/2003/5 Medidas generales de aplicación de la Convención sobre los Derechos del Niño (artículos 4 y 42 y párrafo 6 del artículo 44), 27 de noviembre de 2003, párrafo 60.





